LEGISLATURA DEL CONGRESO
DICTAMEN DE INICIATIVA PRESENTADA POR EL LIC. SEBASTIAN ALLENDE- GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

CON FECHA: 4 DE FEBRERO DE 1935

DECRETO: 3984

CC. DIPUTADOS:


Para su estudio y dictamen me fue turnada la iniciativa del Ejecutivo del Estado referente a las reformas del artículo 42 de la Constitución Política Local y 17 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.


Las modificaciones propuestas para ambos ordenamientos tienden a hacer desaparecer el principio de inamovilidad del Poder Judicial que se viene sustentando desde el año de  1917 en que fue establecido por el Congreso Constituyente de Querétaro y adoptado por las Legislaturas de los Estados.


Como la Constitución General de la República en diciembre último fue modificada en el sentido de que el personal que constituye el Poder Judicial puede y debe renovarse, atendiendo a que en el orden político actual es impropio que exista un grupo de funcionarios con el privilegio de no ser removidos cuando el Presidente de la República, los Senadores y Diputados Federales y Locales, ni siquiera pueden ser reelectos para el período inmediato a aquel en que actúan, no hablemos ya del ejercicio de determinada función con el  carácter de cargo vitalicio y a mayor abundamiento cabe hacer notar que en un régimen netamente democrático no encaja en modo alguno restringir la soberanía del pueblo, privándolo de renovar a los funcionarios haciendo uso del poder soberano que única y originariamente radica en él.


El Ejecutivo del Estado ha creído pertinente iniciar ante esta Cámara reformas a la Constitución Política  local y a la Orgánica del Poder Judicial, según lo fundamenta en la parte expositiva de las iniciativas en cuestión.


En vista de que las reformas propuestas tienden a que ya no se observe el principio de inamovilidad de los funcionarios que regentean los puestos judiciales, reformas estas que se imponen en concordancia con los nuevos  postulados que sustenta la Carta Magna en sus artículos 73 fracción VI, base 4/a. último párrafo y el artículo 94; restando solamente  fijar mayor o menor término para que los Magistrados y los Jueces, ejerzan sus funciones sin perjuicio de que fenecido el término para que han sido designados puedan removerse a menos que durante el ejercicio de su encargo observen mala conducta según juicio de responsabilidades que se instruya o bien porque pierdan algunas de las cualidades que para el desempeño de tales cargos exija la Ley. 


Ahora bien, como los proyectos de reformas que el Ejecutivo envía para su estudio y deliberación por esta H. Asamblea, se ajustan, en concepto del que habla, a las exigencias legales, estimo pertinente prohijar y prohíjo las iniciativas que envío el Ejecutivo del Estado y que someto a la consideración de ustedes bajo el siguiente

PROYECTO DE LEY                                                                                                                                                                                           
